
Que reforma el párrafo segundo del artículo 203 de la Ley General del 
Equilibrio  Ecológico y Protección al  Ambiente,  recibida de la  diputada 
María  Elena  Orantes  López,  del  Grupo  Parlamentario  de  Movimiento 
Ciudadano, en la sesión de la Comisión Permanente del miércoles 8 de 
junio de 2016
La suscrita, diputada María Elena Orantes López, vicecoordinadora del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara 
de  Diputados,  con  fundamento  en  los  artículos  71,  fracción  II  y  72  de  la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, 
número 1, los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados y 58 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta Asamblea la siguiente 
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 203 párrafo segundo, 
de  la  Ley  General  del  Equilibrio  Ecológico  y  Protección  al  Ambiente,  de 
acuerdo con la siguiente:
Exposición de Motivos
El progreso científico y tecnológico ha aumentado la calidad de vida de los 
seres humanos, proporcionándoles un estado de bienestar y confort, pero como 
consecuencia  de  ello  hemos  ocasionado  un  deterioro  y  una  degradación 
considerable al planeta tierra.
En nuestro país, muchos han sido los desastres ecológicos y ambientales que 
por accidente o por la acción del hombre han mermado no solo en el patrimonio 
de  las  personas  físicas  o  colectivas,  sino  también  han  provocado  daños 
irreparables a los ecosistemas y al medio ambiente.
Es  por  ello,  que  en  la  “Declaración  de  Río  sobre  el  Medio  Ambiente  y  el 
Desarrollo”  de  1992  de  la  cual  nuestro  país  es  firmante,  establece  en  su 
principio  13  lo  siguiente:  “Los  Estados  deberán  desarrollar  la  legislación 
nacional  relativa  a  la  responsabilidad  y  la  indemnización  respecto  de  las 
víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán 
cooperar asimismo de manera expedita y más decidida en la elaboración de 
nuevas  leyes  internacionales  sobre  responsabilidad  e  indemnización  por  los 
efectos  adversos  de  los  daños  ambientales  causados  por  las  actividades 
realizadas dentro de su jurisdicción...”
En  este  contexto,  en  2013,  se  publicó  la  Ley  Federal  de  Responsabilidad 
Ambiental que tras muchos años de esfuerzos de la sociedad civil mexicana e 
internacional,  académicos,  organizaciones  civiles  y  no  gubernamentales  de 
protección al ambiente, materializó en nuestro país un ordenamiento jurídico, 
que  regula  la  reparación  y  compensación  del  daño  producido  al  medio 
ambiente. Sin embargo, aún son muchos los retos en cuanto responsabilidad 
ambiental se trata, es por ello que la presente iniciativa de reforma, pretende 



evitar que la acción para demandar daños ambientales nazca prescrita, y con 
ello se consolide jurídicamente una denegación de justicia.
El daño al ambiente es aquel que se dirige al conjunto del medio natural, que es 
considerado como patrimonio colectivo, o alguno de sus componentes de tal 
manera  que  se  afectan  las  funciones  que  estos  cumplen  en  un  sistema 
determinado, independientemente de las repercusiones sobre las personas o las 
cosas.1

Las afectaciones al ambiente pueden originarse de dos maneras: a) de forma 
abrupta, repentina, fruto de una causa localizada y única, por ejemplo en el caso 
de  los  accidentes,  los  desastres  naturales  o  el  daño  provocado,  y  b)  como 
resultado de causas, difusas, acumulativas o sinérgicas, fruto de la continuidad 
en el tiempo o de la reacción con otras sustancias por ejemplo en el caso de la 
contaminación crónica. Se puede ocasionar por un acto u omisión, ser lícito o 
ilícito, doloso o culposo, lo puede realizar una persona física o moral por sí, o 
por intervención o encargo de otra.
Asimismo, los efectos que se producen como consecuencia del daño ambiental, 
suelen exteriorizarse de manera muy lenta, y muchas veces no son producto de 
una sola acción, sino de un proceso extendido de tiempo y espacio, situación 
que es provechosa y favorecedora para quien produce el daño ambiental, ya que 
con el transcurso del tiempo estos pueden desaparecer física o jurídicamente.
Es  importante  hacer  mención  que  el  daño  ambiental  tiene  características 
diferentes  al  daño civil,  por  lo  que es  necesario  que la  figura  clásica  de  la 
prescripción sea reinterpretada tomando en cuenta los principios propios del 
Derecho Ambiental, y atendiendo a las características propias de este último.
El artículo 203 párrafo segundo de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
Protección  al  Ambiente,  establece  que:  “El  término  para  demandar  la 
responsabilidad ambiental, será de cinco años contados a partir del momento en 
que se  produzca el  acto,  hecho u omisión correspondiente.”,  que si  bien es 
cierto aunque dicho precepto no alude a la palabra “prescripción” de manera 
literal,  de  la  interpretación  del  Segundo  Tribunal  Colegiado  en  materia 
Administrativa, se deprende “que si bien es cierto no alude expresamente a la 
figura de la prescripción, también lo es que sí indica que el término que tiene la 
autoridad para demandar la responsabilidad ambiental es de cinco años, además 
de  que  prevé  cuándo  inicia  dicho  término,  al  señalar  que  es  a  partir  del 
momento en que se produzca el acto, hecho u omisión correspondiente.”2

Por lo anterior,  los daños ambientales cuentan con características especiales, 
como lo es el ser un daño difuso y continuado, que muchas veces y de acuerdo 
al  caso  concreto  presenta  sus  efectos  después  de  un  periodo  de  tiempo 
extendido, razón por la cual el objetivo de la presente iniciativa de reforma es 
que la prescripción para demandar la responsabilidad ambiental, se compute a 



partir de que se tenga conocimiento de los efectos ocasionados por dicho daño 
ambiental y no solo a partir del momento en que se realizó el acto o hecho 
correspondiente, como lo contempla la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
Protección al Ambiente.
Lo  anterior,  tomando  en  encuentra  que  existen  daños  ambientales 
sobrevinientes, cuyos efectos negativos se perciben con posterioridad, y que es 
hasta  entonces  que  el  interesado  está  en  posibilidad  jurídica  de  ejercer  su 
acción, esta diputación propone que el computo de la prescripción comience no 
solo en el momento en que aconteció la acción, sino desde que el daño es cierto 
y susceptible de apreciación, es decir; de que se manifiesten sus efectos.
Por lo expuesto, sometemos a consideración la siguiente iniciativa con proyecto 
de:
Decreto que reforma el párrafo segundo del artículo 203 de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente
Artículo  Único.  Se  reforma el  párrafo  segundo  del  artículo  203  de  la  Ley 
General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, para quedar como 
sigue:
Artículo 203. ...
El  término  para  demandar  la  responsabilidad  ambiental,  será  de  cinco  años 
contados a partir del día en el que haya terminado por completo de producirse la 
acción o el hecho generador del daño o se haya producido por última vez la 
emisión, el suceso o el incidente causante del daño.
Transitorio
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.
Notas
1 La reparación de los daños al medio ambiente en México. González Márquez, José Juan, 
tesis doctoral de la Universidad de Alicante. 2001, página 123.
2  Responsabilidad  ambiental.  El  artículo  203  de  la  Ley  General  del  Equilibrio 
Ecológico  y  la  Protección  al  Ambiente  contempla  la  prescripción  de  las  sanciones 
administrativas  que  se  imponen  como  consecuencia  de  aquélla.  Segundo  tribunal 
colegiado en materia  administrativa del  segundo circuito.  Amparo directo  510/2002. 
Industrial Minera México, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Alberto González Álvarez. Secretario: Carlos Paulo Gallardo Balderas.
Comisión Permanente, a 8 de junio de 2016.
Diputada María Elena Orantes López (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Junio a 8 de junio de 
2016.)


